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l. Comentarios preliminares 

1. En línea con el compromiso de la República Argentina con el derecho penal 

internacional y el sistema de justicia penal internacional, el derecho internacional de los 

derechos humanos y el derecho internacional humanitario, reafirmamos la importancia 

de contar con una convención internacional sobre la Prevención y el Castigo de los 

Crímenes de Lesa Humanidad, que contemple el compromiso de los Estados de no 

cometer, prevenir, castigar y, eventualmente, extraditar por crímenes de lesa 

humanidad, frente a la insuficiencia de la normativa convencional parcial existente en la 

actualidad y a los obligaciones derivadas del derecho internacional consuetudinario. Sin 

perjuicio de la existencia en el derecho consuetudinario de la obligación de prevenir y 

juzgar los crímenes de lesa humanidad, es necesario contar con un instrumento 

multilateral que determine su contenido y alcance. 

2. La 





Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994 y la 

Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas de 2006. 

La principal diferencia en la tipificación 



3. Cluster 3 



Incluir una referencia a los canales de trasmisión de las solicitudes de extradición: 

vía diplomática o por conducto de autoridades centrales, tal como se menciona en el 

Anexo sobre solicitudes de asistencia. 

Referir al instituto de la detención preventiva con fines de extradición y la 

posibilidad de que se ejecute con fundamento en una notificación de índice rojo inserta 

en los boletines de la Organización Internacional de la Policía Criminal {INTERPOL), así 

como por la vía diplomática. 

Incorporar la figura de la extradición ficta resulta una herramienta útil cuando se 

rechaza la extradición para cumplimiento de condena por causa de la nacionalidad de la 

persona (Artículo 13. 10). 

Añadir el instituto de la extradición simplificada para los casos en los cuales 

medie el consentimiento de la persona extraditable (Artículo 13. 8). 

Prever la posibilidad de aplicar el proyecto más allá de la calificación legal. 

Agregar en el Anexo un segmento sobre detención preventiva con fines de 

extradición y extradición que regule los requisitos de estas herramientas de cooperación 

jurídica internacional. 

Incluir el principio de especialidad que establece que una persona extraditada no 

podrá ser enjuiciada por el Estado Requerido, por hechos anteriores y distintos a los 

constitutivos del crimen por el que se concedió la extradición. 

Sobre el Artículo 14, se reitera que resulta útil la inclusión de la toma de declaraciones 

por sistema de videoconferencia (Artículo 14.3.b.). Se sugiere incluir obtención de 

evidencia digital {Artículo 14.3). Resulta pertinente la inclusión de la remisión de 

información espontánea, como un mecanismo de cooperación internacional formal 

mediante el cual las autoridades competentes de un Estado remiten información a las 

autoridades competentes de otro Estado, sin que haya sido requerida a través de una 

solicitud jurídica internacional en materia penal previa (Artículo 14.6) 

Con relación a la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con mecanismos 

internacionales establecidos por las Naciones Unidas o por otras organizaciones 

internacionales que tengan el mandato de recabar pruebas relacionadas con crímenes 

de lesa humanidad, cabe señalar que su 



alternativa disponible, el conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal 

{INTERPOL), está generalmente previsto para la detención preventiva con fines de 

extradición, por lo que su inclusión (INTERPOL) para la tramitación de solicitudes de 

asistencia jurídica reciproca debería detallarse. 

Las Autoridades Centrales permiten agilizar y facilitar la celeridad en los pedidos de 

asistencia, al habilitarse un canal formal válido y directo entre organismos de diferentes 

países con competencia y conocimientos en materia de cooperación jurídica 

internacional. Esos conocimientos permiten, a su vez, la solución de inconvenientes que 

se plantean en la tramitación de los exhortos y que guardan estrecha relación con la 

diversidad de sistemas jurídicos. 

Por otro lado, las Autoridades Centrales poseen mecanismos de colaboración entre ellas 

y herramientas que les permiten consultarse sobre los requisitos y procedimientos, el 

avance de los pedidos e, incluso, intercambiar pedidos y resultados. 

Sobre los Procedimientos para presentar una solicitud, se sugiere incluir expresamente 

la posibilidad de transmisión por medios electrónicos y la tipificación legal y la pena. 

En adición, sería útil incluir expresamente la exención de la legalización u otras 

formalidades análogas. 

S. Cluster 5 (Artículos 5, 11, 12) 

La República Argentina considera de importancia contar con disposiciones que 

contemplen la situación de las víctimas y los testigos, incluido el acceso a la justicia, la 

protección, la participación y la reparación. En ese sentido, apoyamos el Artículo 12 y 

sugerimos fortalecer sus términos con la inclusión de una definición de "víctima" de 

crímenes de lesa humanidad que permita armonizar eventuales definiciones o 

conceptualizaciones contenidas en las jurisdicciones locales. En el mismo sentido, es 

fundamental que este artículo incluya el derecho de las víctimas a conocer la verdad 

sobre las circunstancias en las que ocurrieron los crímenes. Al respecto, se podrían 

considerar como referencia las previsiones contenidas en el Estatuto de Roma y las 

Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional. 

En términos prácticos, como ya lo remarcó la República Argentina, cabe tener en cuenta 

que en algunas situaciones las personas solicitadas para brindar declaración testimonial 

en su condición de víctimas, familiares, o peritos, de manera presencial en el Estado que 



está investigando los hechos, no cuentan con documentación de viaje. Por ejemplo, en 

casos de apátridas, de refugiados que se encuentran en campos de ACNUR o en 

situaciones de asilo muchas veces estas personas no cuentan con documentos de 

identidad de su país de origen ni con pasaportes. En estos casos, sería importante prever 

que el Estado donde residen las personas colaborara con el Estado que requiere las 

declaraciones testimoniales a fin de que las personas requeridas cuenten con 

documentos de viaje donde puedan ser estampados por visados correspondientes. 

También debería solicitarse la colaboración de terceros Estados por donde los testigos 

debieran transitar. 


